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EDILES. RÉGIMEN DE REINTEGRO DE GASTOS 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gonzalo de Toro. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, José Bayardi, Ricardo Berois, Alberto Casas, 
Gustavo Fernández, María Elena Laurnaga, Lourdes Ontaneda, Nicolás Ortiz de Lucía y 
Juan C. Souza. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Horacio Yanes. 


SEÑOR PRESIDENTE (de Toro).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Habíamos acordado oportunamente empezar a discutir los dos borradores de proyectos presentados y el 
informe del Tribunal de Cuentas. 


Después de haber leído el informe del Tribunal de Cuentas, creo que lo primero que discutir es qué camino 
seguir, es decir, si es necesario legislar o no. Habría que separar el tema de las partidas de secretaría del resto 
en función de lo que planteó el Tribunal de Cuentas y discutir cómo hacemos para mantenernos en ese 
equilibrio entre modificar o interpretar la Constitución, sobre todo, en el caso del artículo 295. 


SEÑOR BAYARDI.- Nuestra bancada no terminó de discutir este tema; esperábamos esta sesión para 
conocer la opinión de los diferentes sectores y partidos. 


Por otro lado, noto que no están quienes proponen las iniciativas ni tampoco un legislador, Representante por 
Canelones, que normalmente mantiene una posición claramente definida en este tema. 


Creo que existen problemas operativos y tendríamos que estudiar la forma de resolverlos. Coincido con que 
las partidas que asigne la Junta Departamental para secretaría deberían estar habilitadas. El Tribunal de 
Cuentas ha señalado que el problema es quién termina contratando al secretario. En ese sentido, habría que 
analizar si no sería necesario aprobar alguna norma de carácter nacional para que la Junta Departamental 
contrate secretarios, en régimen especial y no como funcionarios municipales, porque sería deseable que se 
realizaran los aportes al Banco de Previsión Social. 


Si bien la posibilidad de contratar secretarios a través de una empresa unipersonal es una alternativa abierta, 
no me parece que sea justa, porque el aporte por la vía de la venta de servicios termina siendo negativo para 
el trabajador. 


Creo que el mecanismo de la contratación podría solucionar este problema, que es justo que se solucione, 
porque, como dice el informe del Tribunal de Cuentas, existe cierta tendencia de observar siempre las 
partidas de secretaría. Esto me parece extremo e incorrecto. 


El otro problema es cómo procedemos con respecto a los viáticos. Sabemos que los viáticos que se perciben 
por desarrollar la actividad no violentan el artículo 295 de la Constitución, en tanto esté sujeto a rendición de 
cuentas y sea efectivamente un viático de alimentación, de hospedaje o locomoción, que el Tribunal de 
Cuentas obliga a que se registre por separado. 


En síntesis, creo que las partidas de secretaría necesitan que se apruebe una norma de carácter nacional. En 
ese sentido, habría que consultar con el Banco de Previsión Social. Creo que la fórmula podría ser facultar a 
las Juntas Departamentales para celebrar contratos a término y abonar partidas de secretaría a los Ediles 
titulares. 


En cuanto a los viáticos, habría que trabajar en una norma que interprete que los viáticos no violan el 
artículo 295, en un esquema que limitara un poco la discrecionalidad del Tribunal de Cuentas respecto de sus 
observaciones. La semana pasada el suplente del señor Diputado Souza daba cuenta de una observación 
formulada que estoy seguro que el Presidente del Tribunal de Cuentas se enteró en ese momento, y no 
necesariamente la compartiría, porque se estaría metiendo en una competencia que no corresponde al 
Tribunal, como es la misión del Edil. 


SEÑORA LAURNAGA.- Acabo de conocer el informe del Tribunal de Cuentas, y por eso me voy a 
referir a lo que se habló en la sesión pasada. 


(Dialogados) 


——— Coincido con el señor Diputado Bayardi en cuanto a que lo único que necesita que se dicte una norma 
serían los gastos de secretaría. No estoy segura de que sea necesaria una ley; tal vez bastaría una 
reglamentación general del Tribunal de Cuentas para obligar a todas las Juntas Departamentales. En lo 
demás, podemos discutir la discrecionalidad del Tribunal de Cuentas en la aplicación de las normas, que creo 
que es clara, no así la rendición de cuentas. Eso es histórico y habría que eliminarlo, porque seguir 
manteniendo la idea de que podemos financiar sueldos a través de vales de nafta, seguirá creando problemas. 


Además, me llama la atención que los problemas surjan de las prácticas particulares de algunas Juntas 
Departamentales, de prácticas instaladas que funcionan como normas. En ese sentido, no entiendo qué 
modifica la propuesta del señor Diputado Souza, pero quizás no la entienda. El destino de las partidas se 
puede especificar en cada Junta Departamental, pero el problema no está ahí sino en el reintegro. 


En ese sentido, fue importante que se aclarara al Tribunal de Cuentas que la actividad política departamental 
es muy intensa y amplia y que el organismo no podía definir cuándo no era pertinente políticamente. Esto 
está bien, pero corresponde a la aplicación de las normas y no creo que necesite regulación legal. 


Me pareció una discusión interesante, porque me da la impresión de que a veces el problema es el rigor con 

que se aplican las normas y en cierta atribución que se da al Tribunal de Cuentas que no creo que le competa 
de definir si determinada acción excede la función política del Edil. Lo que el Edil quiere en realidad es que 
le reintegren los gastos, y esto es ineludible. Pasa en toda Administración Central. 


Entonces, lo único a regular son los gastos de secretaría para que no sean considerados salarios ni algo 
espúrio. 


SEÑOR ASTI.- No estuve cuando vino el Tribunal de Cuentas, pero leí la versión taquigráfica de la 
sesión. 


Tal como planteó el tema el Tribunal de Cuentas, basándose en el artículo constitucional que refiere al 
carácter honorario de los Ediles, podría interpretarse que para el reintegro de los gastos de secretaría, sería 
necesario contar con una ley nacional. En ese sentido, de acuerdo con la interpretación del Tribunal de 
Cuentas, más allá de que la propuesta del señor Diputado Souza y la nuestra se refieran a los gastos de 
locomoción y comunicaciones, quedarían afuera los gastos de secretaría. 


La posibilidad que plantea el Tribunal de Cuentas de que fueran funcionarios de la Junta Departamental, no 
es de recibo, porque no es lo que hace el Parlamento, que da una partida a los legisladores y ellos la 
distribuyen en su secretaría. En nuestro caso, somos legisladores rentados, y, a su vez, tenemos partidas para 
secretaría. En el caso de los Ediles, el grupo político al que pertenece el legislador podría recibir de la Junta 
Departamental o, eventualmente, del Municipio una partida para que el legislador o el Concejal tenga gastos 
reembolsables. 


Aunque estos gastos de secretaría los reciba el legislador o su grupo político, no constituyen remuneración, 
porque es importante aclarar que estos gastos tienen que ser necesarios para cumplir la función en todo el 
departamento. Por eso los gastos en locomoción, en comunicación y también en secretaría, que permiten que 
el legislador pueda asistir a diferentes lugares y que su lugar en la Junta lo atienda algún secretario. 
[Nosotros, en lo particular seguimos insistiendo con ese tema de incluir los reintegros de los gastos de 
Secretaría, de acuerdo con lo que resuelva cada Junta Departamental. Por autonomía departamental, en 
cuanto a cómo deben resolver este asunto, nosotros no nos podemos meter, aunque sí podríamos exigir 
mayorías especiales, que ya están previstas en la Ley Orgánica departamental y en la propia Constitución, 
para la aprobación de esos gastos presupuestales que, por tanto, podrían encararse de la misma forma. 


SEÑOR SOUZA.- Solicito que para este tema se suspenda la toma de la versión taquigráfica. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑORA LAURNAGA.- Creo que uno de los principales problemas es cómo decir al Tribunal de 
Cuentas que no puede decidir cuándo una misión es oficial o no, porque sobrepasa sus competencias. 


Por otra parte, pensando en la propuesta del señor Diputado Asti, pregunto a los compañeros con más 
experiencia cómo surgió la partida de gastos de secretaría del Parlamento, si simplemente fue una decisión de 
la unidad ejecutora. 


SEÑOR CASAS.- Comparto la propuesta del señor Presidente; todos deberíamos consultar y traer una 
posición, y, mientras tanto, busquemos un mecanismo uniforme capaz que tenemos que coordinarlo 
con el Congreso de Ediles para que todas las Juntas Departamentales apliquen la misma metodología 
para rendir cuentas. 


En el caso que planteó el señor Diputado Cantero Piali, quizás debió haber intervenido el Presidente de la 
Junta Departamental para oficializar el gasto correspondiente. 


SEÑOR SOUZA.- Soy de los más interesados en resolver cuanto antes esta situación, pero creo que 
debemos darnos el tiempo suficiente para decidir, porque ya hemos discutido bastante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el compromiso es para que el miércoles 11 de mayo se planteen las 
posiciones con respecto al tema constitucional y el 4 de mayo avancemos en el "mientras tanto". 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


